PAGE  
16

INFORME No. 81/11
CASO 12.776

PUBLICACION
JEFFREY TIMOTHY LANDRIGAN

ESTADOS UNIDOS (
21 de julio de 2011
I.
RESUMEN
1. El 2 de noviembre de 2004, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición y un pedido de medidas cautelares, interpuestos el 1º de noviembre de 2004 por Sandra Babcock, Jon M. Sands, Dale A. Baich, Michael L. Burke, Jefferson T. Dorsey, Paula K. Harms, Sylvia Lett, Leticia Márquez, Ken Murray y Mark Warren (“los peticionarios”) contra el Gobierno de los Estados Unidos de América (“el Estado”, o “Estados Unidos”).  La petición fue presentada en nombre de nueve reclusos condenados y sentenciados a muerte en Estados Unidos, incluido Jeffrey Timothy Landrigan. 

2. Los peticionarios afirman que Jeffrey Landrigan y las demás personas incluidas en la denuncia fueron sentenciadas a muerte conforme a una disposición que exige que el juez, ante sí, y no un jurado a cargo de la condena, determine la imposición de la pena de muerte; indican además que la Corte Suprema de Estados Unidos declaró que dicho procedimiento era inconstitucional.
  Sin embargo, tras actuaciones iniciadas por Warren Summerlin, uno de los condenados, la Suprema Corte de Estados Unidos declaró asimismo que los reclusos cuyos casos ya estuvieran en etapa de revisión final tras la instancia de apelación -–que es la situación de Jeffrey Landrigan-- no se beneficiarían de una audiencia para dictar nueva sentencia, recurso otorgado por la Suprema Corte a otros condenados sentenciados en las mismas circunstancias.  Los peticionarios sostienen que, con ello, el Estado niega a Jeffrey Landrigan una audiencia constitucionalmente válida sobre la base de la condición procesal de su caso a la fecha en que la Suprema Corte emitió su decisión correctiva.  Los peticionarios entienden que tales hechos constituyen actos violatorios de los artículos I, II,  XVIII, XXIV y XXVI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (“la Declaración Americana”).

3. El Estado sostiene que hay diversas posibilidades de que las sentencias de muerte sean conmutadas.  Además, sostiene que la decisión en el caso Summerlin no es arbitraria, dado que se basa ampliamente en la doctrina mantenida por la Suprema Corte y que es razonable y justa.  El Estado afirma que, en consecuencia, no se denuncian hechos que constituyan alguna posible violación de la Declaración Americana. 

4. Con fecha 29 de octubre de 2009 la CIDH declaró  admisible la petición 1177/04, notificó la decisión a las partes y decidió continuar con el análisis del fondo respecto de la presunta violación de los Artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.  Igualmente decidió publicar el informe de admisibilidad e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.   El asunto pasó a ser identificado como Caso 12.729 – Warren Summerlin y otros, que incluye a Jeffrey Timothy Landrigan.

5. En el presente informe, luego de analizar las posiciones de las partes, la Comisión Interamericana concluye que Estados Unidos es responsable por la violación de los artículos II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio de Jeffrey Timothy Landrigan.  En consecuencia, si el Estado llevara adelante la ejecución del señor Landrigan estaría además cometiendo una violación grave e irreparable del derecho fundamental a la vida previsto en el artículo I de la Declaración Americana.

II.
TRÁMITE POSTERIOR AL INFORME DE ADMISIBILIDAD
6. Con fecha 4 de diciembre de 2009, la CIDH transmitió al Estado y a los peticionarios el informe de admisibilidad No. 100/09 del Caso 12.729 - Warren Wesley Summerlin y otros.  Conforme al Reglamento vigente en dicha fecha, la Comisión Interamericana fijó el plazo de dos meses para que los peticionarios presentaran sus observaciones adicionales sobre el fondo, y simultáneamente se puso a disposición de ambas partes para iniciar el procedimiento de solución amistosa respecto a este asunto.  No se recibió respuesta de los peticionarios dentro del plazo fijado; respecto a la oferta de solución amistosa, tampoco respondió el Estado.

7. El 28 de septiembre de 2010, los peticionarios presentaron una comunicación en la que indican que la Suprema Corte de Arizona emitió una orden por la que se autoriza la ejecución de Jeffrey Timothy Landrigan, programada para el 26 de octubre de 2010.  En dicha comunicación se refiere textualmente que “a la luz de este grave acontecimiento, los peticionarios urgen a la Comisión que haga todo lo posible para recordar a los Estados Unidos de sus obligaciones de derechos humanos consistentes en cumplir con las medidas cautelares otorgadas a favor del señor Landrigan en este caso”. 
8. Ante la inminente ejecución del señor Landrigan, la Comisión Interamericana analizó los antecedentes y decidió reiterar las medidas cautelares MC 1026/04 que se encontraban vigentes respecto a todas las presuntas víctimas en el Caso 12.729.  La CIDH había otorgado dichas medidas cautelares el 12 de noviembre de 2004 con el objeto de preservar la vida y la integridad física del señor Landrigan y de otras dos presuntas víctimas en el Caso 12.729.  Asimismo, resolvió desglosar y considerar de manera separada y urgente el caso del señor Landrigan, al que se asignó el número 12.776.  Con fecha 4 de octubre de 2010, la CIDH notificó a las partes que el caso había sido desglosado y, con base en el artículo 37(4) de su Reglamento, solicitó al Estado que remitiera sus observaciones adicionales sobre el fondo dentro del plazo de una semana contada a partir de tal fecha.  En esa misma comunicación, se reiteraron las medidas cautelares vigentes a favor del señor Landrigan, a fin de que la ejecución se suspendiera hasta que la Comisión Interamericana tuviera la oportunidad de pronunciarse sobre el fondo del presente caso.  El Estado no respondió dentro del plazo fijado ni hasta la fecha de adopción del presente informe.
9. El 18 de octubre de 2010 los peticionarios remitieron una nueva comunicación que contiene observaciones adicionales sobre el fondo del Caso 12.776, y en la que confirmaron que la fecha de ejecución de Jeffrey Landrigan sería el 26 de octubre de 2010.  En consideración de las circunstancias urgentes del asunto, y de conformidad con el artículo  37. 3 de su Reglamento, la Comisión Interamericana envió dicha comunicación al Estado con fecha 19 de octubre de 2010 con ruego de que presentara las observaciones que estimara pertinentes antes del 21 de octubre de 2010, a fin de que pudieran ser consideradas por la CIDH durante su 140º período ordinario de sesiones.
10. El 20 de octubre de 2010 los peticionarios remitieron copia de la orden dictada en dicha fecha por la Suprema Corte de Arizona, en la que se rechaza la acción planteada por los representantes del señor Landrigan para la suspensión de la ejecución.
11. El 22 de octubre de 2010 el Estado notificó a la CIDH que en esa misma fecha había transmitido “comunicaciones por vía facsimilar y correo postal a la Gobernadora, Fiscal General, y Presidente del Consejo de Clemencia Ejecutiva de Arizona para su consideración, en la que les informó del pedido de la Comisión de que no se ejecutara al señor Landrigan mientras estuviera pendiente la revisión de su ejecución”
III.
POSICIONES DE LAS PARTES SOBRE EL FONDO
A.
Posición de los peticionarios
12. Los peticionarios alegan que Jeffrey Timothy Landrigan fue sentenciado conforme a un procedimiento por el cual se requiere que la pena de muerte sea impuesta por el juez de primera instancia, y no por un jurado que establezca la condena.   Dicho procedimiento fue posteriormente declarado inconstitucional por la Suprema Corte de Estados Unidos, a pesar de lo cual los tribunales han negado al señor Landrigan el acceso a una nueva audiencia para el pronunciamiento de sentencia.

13. Los peticionarios señalan que desde 1973, la etapa de determinación de la culpabilidad en un juicio de delitos sancionados con la pena capital en Arizona estaba a cargo de un jurado.  Sin embargo, si dicho jurado llegaba a una decisión unánime de culpabilidad, la etapa de la pena quedaba entonces sólo a cargo del juez de primera instancia.  El magistrado era, por lo tanto, el responsable de determinar si había circunstancias agravantes necesarias para la imposición de la sentencia de muerte, o circunstancias atenuantes de suficiente importancia como para que corresponda aplicar una pena menos grave.

14. La Suprema Corte de Estados Unidos sostuvo la constitucionalidad de este procedimiento para la fijación de la sentencia en varias ocasiones.  Sin embargo, en la sentencia pronunciada el 24 de junio de 2002 en el caso de Timothy Stuart Ring contra Arizona (“la Decisión Ring”)
, la Suprema Corte declaró que el referido procedimiento era inconstitucional.  Como reparación, la Suprema Corte dispuso que se diera acceso al apelante a una nueva audiencia con jurado para fijar la sentencia en dicho caso; y que igualmente se garantizara dicha oportunidad en los casos de otros reclusos sentenciados a muerte bajo el referido procedimiento.  Los peticionarios indican que la Suprema Corte no abordó la cuestión de si este dictamen tendría aplicación retroactiva.  Warren Summerlin, una de las presuntas víctimas en el Caso 12.179 ante la CIDH, inició acciones legales sobre dicha cuestión, que resultaron en la decisión de la Suprema Corte en el sentido de que los reclusos cuyos casos ya estuvieran en etapa de revisión final en instancia de apelación a la fecha de la Decisión Ring no se beneficiarían de su aplicación retroactiva (“la Decisión Summerlin”).

15. Los peticionarios argumentan que el Estado niega a la presunta víctima en este caso el acceso a un procedimiento constitucionalmente válido para fijar sentencia con base en la fecha de su proceso, lo que en opinión de los peticionarios constituye una violación de sus derechos a no ser arbitrariamente privados de la vida, a la igualdad, a un juicio justo, al debido proceso y a no ser objeto de un castigo cruel, infamante o inusitado, garantizados, respectivamente, por los Artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.  

16. En el desarrollo de sus alegatos, los peticionarios afirman que la privación de la presunta víctima de un recurso otorgado a otros reclusos sentenciados en circunstancias similares resulta en una privación arbitraria de la vida, violatoria del Artículo I de la Declaración Americana.  Alegan en tal sentido que la privación de derechos constitucionales sobre la base de un aspecto aleatorio en el tiempo legal, y no sobre la base de principios o de méritos individuales, es arbitraria.  En este sentido, sostienen que el argumento del Estado de economía judicial se basa en la inconveniencia que resultaría de aplicar la Decisión Ring a la presunta víctima en razón de la situación procesal de su caso.  Por último, los peticionarios sostienen que la ejecución de la vida de una persona por parte del Estado no debe estar sujeta a elementos fortuitos como el lugar donde se cometió el delito ni la fecha en que las sentencias adquirieron carácter definitivo.

17. Los peticionarios alegan que la Decisión Summerlin viola en perjuicio del señor Landrigan el derecho a la igualdad ante la ley, consagrado en el Artículo II de la Declaración Americana, porque constituye un dictamen radicalmente diferente de la Decisión Ring, pese a las circunstancias fácticas idénticas.  Sostienen que ello resulta en la denegación absoluta a una categoría de reclusos de un derecho plenamente otorgado a otros, sin objetivos legítimos que justifiquen tal distinción. 

18. En opinión de los peticionarios la Decisión Summerlin, que rige la situación de Jeffrey Landrigan, es fundamentalmente injusta y violatoria del derecho al debido proceso reconocido por los Artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana.  En particular, argumentan que la privación de un procedimiento constitucionalmente válido para pronunciar sentencia se contradice con el texto expreso del Artículo XVIII.  Además, afirman, la Suprema Corte de Estados Unidos no negó que se estuvieran violando los derechos de la presunta víctima al debido proceso por la aplicación de procedimientos inconstitucionales para la fijación de la sentencia, sino que concluyó que esas violaciones eran “de procedimiento” y no “de sustancia”. 

19. Los peticionarios sostienen igualmente que Jeffrey Landrigan fue sentenciado por un tribunal incompetente, toda vez que la Suprema Corte de Estados Unidos estableció que los jueces de primera instancia que actúan sólo ante sí carecen de competencia para establecer si están dados  los factores que requiere una sentencia de muerte.  Asimismo, consideran que se negó a la presunta víctima su derecho fundamental a un tratamiento uniforme, en la medida en que no se le dio la oportunidad brindada a otro grupo de apelantes de revisar su condena a muerte, sin que mediara algún motivo legítimo.

20. Argumentan los peticionarios que la ejecución de la presunta víctima en esas circunstancias equivaldría a una pena cruel, infamante e inusitada, prohibida por el Artículo XXVI de la Declaración Americana.  Sostienen que la ejecución sería cruel, porque los principios de justicia exigen que todas las presuntas víctimas en este caso reciban el beneficio de una decisión final en que se declare que su sentencia es ilegal, independientemente de la etapa procesal que estuviera su caso a la fecha de la Decisión Ring.  Agregan que sería además inusitada, porque se basaría en un procedimiento realizado por un juez de primera instancia que luego fue declarado inconstitucional por la propia Suprema Corte de Estados Unidos.   Finalmente, los peticionarios alegan que la ejecución del señor Landrigan resultaría infamante, en la medida en que el recluso, los tribunales y los ejecutores tendrán plena conciencia de que la sentencia fue impuesta ilegalmente, con privación de los derechos y la dignidad del recluso, a lo que agregan el efecto erosivo que tendría esta situación en la confianza pública respecto de la justicia en los procedimientos judiciales.

21. En definitiva, los peticionarios alegan que la Decisión Summerlin priva irrazonablemente a la presunta víctima de un beneficio demostrable y genuino.  Al respecto, afirman que el 66% de las personas que reunían los requisitos fijados en la Decisión Summerlin para beneficiarse de la Decisión Ring fueron en última instancia vueltos a sentenciar y recibieron una sanción menos grave que la pena de muerte.
  Si bien reconocen que la economía judicial es un factor que debe ser tenido en cuenta cuando los tribunales dictaminan en torno a la aplicabilidad retroactiva de nuevas normas, sostienen que la aplicación retroactiva de la Decisión Ring afectaría sólo a unas 110 personas,
 incluido el señor Landrigan, lo que no perturbaría gravemente la administración de justicia ni impondría en modo alguno una carga excesiva al sistema de justicia.

B. Posición del Estado

22. El Estado no presentó observaciones adicionales específicas sobre el fondo.  Sin embargo, luego de las solicitudes de observaciones adicionales, el Estado informó que la solicitud de suspensión de la ejecución del señor Landrigan había sido transmitida oficialmente a las autoridades competentes del estado de Arizona.

23. En la etapa previa a la adopción del informe de admisibilidad, el Estado sostuvo que los alegatos de los peticionarios  no tienden a establecer alguna violación de la Declaración Americana.  Como antecedente, señala que la Suprema Corte de Estados Unidos dictaminó en la Decisión Ring que la determinación de las circunstancias agravantes particulares necesarias para imponer una sentencia de muerte debe correr por cuenta de un jurado y no de un juez.  Tras esta decisión, un panel de la Corte de Apelaciones de Estados Unidos para el Noveno Circuito revocó la sentencia de muerte contra el señor Summerlin,
 al sostener que la norma anunciada en la Decisión Ring se aplicaba retroactivamente a su caso.
  Sin embargo, la Suprema Corte revirtió posteriormente esta decisión, al razonar que la Decisión Ring daba lugar a una “nueva norma procesal” que se debía aplicar a todos los casos penales todavía pendientes de revisión en instancia de apelación.  El Estado señala que se aplica una “nueva norma procesal” a una condena definitiva sólo si se constata que en caso contrario disminuiría seriamente la probabilidad de llegar a una condena precisa.
  El objeto de esta norma procesal se refiere a los recursos judiciales y al carácter definitivo de las sentencias penales, que en opinión del Estado son aspectos importantes no sólo para la administración de justicia, sino también por su efecto para las víctimas y sus familias.

24. En opinión del Estado, la Suprema Corte llegó a una conclusión razonable y ampliamente fundamentada en la Decisión  Summerlin, pues considera que no había probabilidades sustanciales de que el resultado de la decisión judicial variara de manera determinante, ya sea que estuviera bajo la responsabilidad de un juez o en manos de un jurado.  En otras palabras, el Estado sostiene que la falta de aplicación retroactiva de la Decisión Ring no presentaba perjuicio alguno al caso de las personas afectadas por la Decisión Summerlin, lo que incluye a Jeffrey Timothy Landrigan.  En opinión del Estado, con ello se demuestra que se ha garantizado el debido proceso y que no se ha negado a la presunta víctima un juicio justo, por lo que deben ser rechazadas las denuncias de violación de los Artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana.

25. El Estado entiende que la integridad de la revisión judicial requiere la aplicación de una nueva norma a casos similares pendientes de revisión en instancia de apelación; sin embargo, sostiene que la aplicación de normas no vigentes a la fecha en que la condena adquirió carácter definitivo socavaría gravemente el principio sobre el carácter definitivo de las sentencias, esencial para el funcionamiento de los sistemas de la justicia penal.  A este respecto, el Estado argumenta que los países enmiendan con frecuencia sus normas de procedimiento penal, pero que ni la Declaración Americana ni el derecho internacional contemplan algún requisito que obligue a reabrir todos los casos penales previamente decididos toda vez que se incorpora una nueva norma del proceso penal.  Sostiene el Estado que, de establecerse ese requisito, se crearía un efecto disuasivo que impediría a los países enmendar su normativa para tornarla más favorable a los acusados de delitos penales.  El Estado agrega que la Decisión Summerlin no solo no es caprichosa, sino que en ella se tuvieron en cuenta diversos factores legítimos y razonables de la administración de justicia, por lo que no constituye una discriminación inadmisible.

26. Por otra parte, el Estado argumenta que los peticionarios se equivocan al afirmar que se negó a las personas afectadas por la decisión Summerlin --incluido el señor Landrigan—un recurso admitido en otros casos idénticos.  Sostiene en tal sentido que un caso idéntico sería el de un homicidio cometido en un estado en una fecha en que su legislación admitía que un juez de primera instancia concluyera, ante sí, que había circunstancias agravantes que harían aplicable la pena de muerte al acusado; que esas circunstancias hubieran sido determinadas; que se impusiera la pena de muerte; y que concluyera la etapa de apelación en el caso del acusado a la fecha de la Decisión Ring.  En tales casos, la persona tampoco se beneficiaría de la Decisión Ring.   El Estado afirma que, por tanto, debe ser rechazado el alegato sobre violación del derecho a la igualdad.

27. El Estado también rechaza el argumento de los peticionarios en el sentido que las presuntas víctimas fueron sentenciadas por un tribunal incompetente.  Sostiene que, por el contrario, a la fecha en que el tribunal determinó la sentencia, estaba integrado únicamente por el juez actuante, y que fue determinada de conformidad con las leyes preexistentes, por lo que satisfacía los requisitos del Artículo XXVI de la Declaración Americana.

IV.
ANÁLISIS SOBRE EL FONDO

28. En su informe sobre la admisibilidad de la petición que incluye al señor Landrigan, la Comisión Interamericana determinó su competencia en razón de la materia para analizar y pronunciarse sobre el fondo de los alegatos referidos a los Artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.

29. Antes de iniciar su análisis sobre el fondo del caso de Jeffrey Timothy Landrigan, la Comisión Interamericana considera oportuno reafirmar lo sostenido anteriormente respecto al grado de escrutinio más riguroso que debe aplicarse a las decisiones respecto a casos de pena de muerte.  El derecho a la vida es ampliamente reconocido como el derecho supremo de la persona humana y como conditio sine qua non para el goce de todos los demás derechos.  Por tal razón, adquiere especial importancia la obligación de la Comisión Interamericana de asegurar que cualquier privación de la vida que pudiera ocurrir por aplicación de la pena de muerte cumpla estrictamente con los requisitos de los instrumentos aplicables del sistema interamericano de derechos humanos, incluida la Declaración Americana.  Este escrutinio más riguroso es congruente con el enfoque restrictivo que adoptan otras autoridades internacionales de derechos humanos en casos que implican la imposición de la pena de muerte,
 y la Comisión Interamericana lo ha expresado y aplicado de manera inequívoca en casos anteriores sobre esta materia.

A.
Derecho a la justicia y al debido proceso (Artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana)

30. La Declaración Americana garantiza el derecho de toda persona a la justicia y al debido proceso, respectivamente, en las disposiciones arriba referidas:

Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos.  Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.

Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable.

Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas

31. Como se ha visto, los peticionarios denuncian que el Estado ha privado a Jeffrey Landrigan de un recurso otorgado a otros reclusos sentenciados en circunstancias similares.  Los peticionarios argumentan que la privación de derechos constitucionales sobre la base de un aspecto aleatorio relacionado con la oportunidad de presentar acciones legales, y no sobre la base de principios o de méritos individuales, es arbitraria.  Sostienen al respecto que el argumento del Estado de economía judicial se basa en la inconveniencia que resultaría de aplicar la Decisión Ring a la presunta víctima en razón de la situación procesal de su caso.  Por último, los peticionarios refieren a la conclusión anterior de la CIDH de que la privación de la vida de un delincuente por parte del Estado no debe estar sujeta al elemento fortuito del lugar en que se cometió el delito y sostienen que, análogamente, la privación de la vida de la presunta víctima no debe depender de un elemento igualmente fortuito como cuándo su sentencia adquirió carácter definitivo.  A modo de ejemplo, los peticionarios señalan el caso de James Van Adams, que, según ellos, ilustra la arbitrariedad de la Decisión Ring.  El señor Van Adams fue sentenciado a muerte el 21 de noviembre de 1997, nueve meses después que el señor Ring, pero su caso adquirió carácter definitivo en instancia de revisión tras la apelación el 18 de junio de 1999, casi tres años antes de la Decisión Ring.  Debido a la rapidez con que fue tramitada su apelación, el señor Van Adams no tiene acceso al beneficio de derecho a una nueva audiencia en que se fije la condena, mientras que el señor Ring sí lo tiene.
32. Los peticionarios argumentan que, independientemente de otros recursos o acciones de reparación posteriores a la condena, el procedimiento conforme al cual fue sentenciado el señor Landrigan fue considerado posteriormente violatorio de los derechos al debido proceso de un acusado.  A pesar de ello, no se le permitió el acceso al procedimiento para la fijación de una nueva sentencia que sería el mecanismo idóneo para corregir dicha situación.  En consecuencia, la presunta víctima ha sido objeto de esa violación desde el momento de su sentencia y lo sigue siendo en la medida en que continúa sometido a ella.

33. Por su parte, el Estado afirma que no hay violaciones de debido proceso en este caso, pues considera que la Decisión Summerlin es una conclusión razonable y ampliamente fundamentada.  El Estado considera además que la revisión reclamada por los peticionarios no tenía probabilidades de cambiar de manera determinante el resultado de la decisión judicial que impuso la pena capital.  En definitiva, el Estado sostiene que la falta de aplicación retroactiva de la Decisión Ring no implica perjuicio alguno al caso de Jeffrey Timothy Landrigan y a los de las otras personas afectadas por la Decisión Summerlin.

34. La CIDH observa que en el presente caso se ha cuestionado la competencia del tribunal que determinó la imposición de la pena de muerte al señor Landrigan.  Aunque el Estado afirma que la falta de revisión de la sentencia original con posterioridad a la Decisión Ring probablemente no afectaría los derechos de Jeffrey Timothy Landrigan, los peticionarios presentan elementos concretos en contrario.  En efecto, los peticionarios aportan datos estadísticos concretos según los cuales el 66% de las personas afectadas por la Decisión Ring que sí tuvieron la oportunidad de revisión de sus sentencias a la pena capital recibieron posteriormente otras penas. 
35. En su segundo escrito de observaciones adicionales sobre el fondo, los peticionarios agregan que al señor Landrigan no se le garantizó el derecho a una defensa adecuada en juicio, ya que el abogado de oficio que le fue asignado no tendría la capacidad o experiencia requeridas para este tipo de juicios.  En particular, mencionan que dicho defensor de oficio no llevó a cabo siquiera una mínima investigación para determinar si había circunstancias atenuantes que serían relevantes en la etapa de sentencia del proceso por homicidio con condena a muerte.  Destacan los peticionarios que en 2006 el Tribunal de Apelación del Noveno Circuito estableció que los tribunales inferiores habían “determinado de manera irrazonable”  que el señor Landrigan había excusado a su defensor de oficio de la presentación de pruebas de circunstancias atenuantes en su favor.
  Sin embargo, en su revisión de dicha sentencia la Suprema Corte de Estados Unidos la dejó sin efecto por considerar que no se había probado el perjuicio contra el señor Landrigan.

36. La defensa proporcionada por el abogado de oficio, de acuerdo a lo alegado por los peticionarios, fue igualmente inadecuada en la medida en que no investigó en la etapa de sentencia numerosas circunstancias atenuantes tales como la infancia de Jeffrey Landrigan, que habría sido marcada por abusos físicos y emocionales, abandono, y serio abuso de sustancias.  Sostienen que la madre biológica de Jeffrey Landrigan bebía whisky todos los días mientras estaba embarazada de él, y que usaba anfetaminas regularmente.  Además, indican que su padre biológico era un hombre extremadamente violento y que fue a prisión cuando el señor Landrigan solamente tenía pocos meses de edad; y que el padre estaba aguardando su ejecución en Arkansas al mismo tiempo en que el señor Landrigan fue condenado a muerte.  

37. Los peticionarios alegan que la defensa de oficio tampoco dispuso entrevistas con personas que conocían estos antecedentes del señor Landrigan, ni la realización de pruebas cognitivas o neuropsicológicas.  Alegan que tal evidencia podría haber resultado en una sentencia menor a la de muerte, y podría haber servido para probar que el señor Landrigan no renunció de manera conciente a su derecho a que se presentaran las pruebas a su favor.  En definitiva, sostienen los peticionarios que la negativa por parte de la Suprema Corte a otorgar una audiencia para la presentación de pruebas a favor del señor Landrigan resulta en la violación no sólo de su derecho a una defensa adecuada, sino también al debido proceso y a recursos adecuados.
38. En el curso de la audiencia ante la Comisión Interamericana celebrada el 12 de octubre de 2007, los peticionarios explicaron que más de 100 personas fueron condenadas a muerte en Arizona, 30 de las cuales cumplían con los requisitos de la Decisión Summerlin para beneficiarse de la Decisión Ring.  La Suprema Corte de Arizona sólo reafirmó la pena de muerte en 2 de esos 30 casos en su revisión inicial, y sostuvo que los otros 28 debían ser revisados.  De esos 28 casos, 15 obtuvieron luego audiencias para una nueva sentencia; en sólo 5 de estos casos el acusado fue sentenciado a muerte, mientras que en los otros 10 el acusado fue condenado a prisión perpetua.  Los peticionarios también aportan el ejemplo de miembros del jurado en los casos de algunas de las presuntas víctimas quienes habrían declarado que no creían que la pena de muerte fuera una sentencia adecuada.  El Estado no ha controvertido estos alegatos de los peticionarios en el curso del trámite del presente caso.
39. Por otra parte, los peticionarios citan decisiones de la Suprema Corte de Estados Unidos en relación con la constitucionalidad de los procedimientos para la imposición de la pena de muerte que han sido aplicados con efecto retroactivo en tantos o más casos que los que contiene el presente, que no han tenido efecto perceptible alguno en la capacidad de los tribunales de los Estados.
  Refieren además que los efectos de dichas sentencias seguirán indefinidamente en los tribunales de los Estados en todas las jurisdicciones en que rige la pena de muerte, mientras que la Decisión Ring sólo se aplicaría retroactivamente a casos como el de Jeffrey Landrigan y no tendría efecto sobre otros.

40. En cuanto a los argumentos del Estado sobre el efecto pernicioso de extender beneficios como el de la Decisión Ring a personas condenadas en sentencia firme, la Comisión Interamericana considera que, por el contrario, el interés de la justicia y las garantías del debido proceso en la determinación de los derechos requieren que se otorgue tal beneficio.  Lo anterior adquiere una dimensión mucho mayor en casos como el presente, en que el resultado es la privación de la vida a una persona por parte del Estado, y en que las garantías deben ser lo más amplias posibles para superar el mayor grado de escrutinio al que se hizo referencia en el inicio de este análisis.
41. Respecto al derecho a la defensa, la Comisión Interamericana ha establecido anteriormente que “los requisitos fundamentales de debido proceso en el caso de juicios por delitos punibles con la pena capital incluyen la obligación de suministrar a un acusado la posibilidad plena y justa de presentar pruebas atenuantes para que se consideren al determinar si la pena de muerte constituye la sanción apropiada a las circunstancias de su caso”.
  En el mismo sentido, la CIDH ha determinado que “las garantías de debido proceso según la Convención Americana y la Declaración Americana aplicables a la fase de determinación de la pena en el proceso de pena capital de un acusado garantizan la posibilidad de presentar alegatos y pruebas sobre si la pena de muerte puede no ser permisible o adecuada a las circunstancias de su caso, frente a consideraciones tales como el carácter e historial de delincuente, los factores subjetivos que podrían haber motivado su conducta, el diseño y la forma de ejecución del delito en cuestión y la posibilidad de reforma y readaptación social del delincuente.”

42. En casos anteriores, la CIDH se ha referido a las normas nacionales para el ejercicio de la abogacía en Estados Unidos, que exigen requisitos similares de competencia para los abogados defensores. El Colegio de Abogados de Estados Unidos ha elaborado y adoptado lineamientos y comentarios en los que se subraya la importancia de investigar y presentar pruebas atenuantes en los casos de delitos que pueden ser sancionados con la pena de muerte.
  En dichos lineamientos se señala, por ejemplo, que el deber del abogado defensor en los Estados Unidos de investigar y presentar pruebas atenuantes está actualmente “bien establecido” y que “[p]uesto que quien debe decidir la sentencia en un caso de pena de muerte debe considerar como atenuante ‘cualquier cosa en la vida del acusado que pudiera incidir en contra de que la pena de muerte sea adecuada para el acusado’, la preparación de la fase de determinación de la sentencia requiere investigación extensa y en general sin paralelo en cuanto a su vida personal y su historia familiar que, en el caso del cliente, se inicia en el momento de la concepción”. 

 
43. Con base en las consideraciones anteriores, la Comisión Interamericana concluye que la falta de acceso a la revisión de las circunstancias atenuantes que podrían haber favorecido a Jeffrey Landrigan y resultado en una sentencia más leve que la pena capital, resultan violatorias de su derechos a la justicia y al riguroso debido proceso que corresponde en tales casos.  En efecto, se verifica que la decisión final de la máxima instancia judicial estadounidense resultó en la negativa de una audiencia para considerar la evidencia sobre el daño cerebral orgánico severo que afectaba a la presunta víctima al momento de su condena.
44. La CIDH concluye igualmente que el beneficio de la revisión de la sentencia que impuso la pena de muerte a Jeffrey Landrigan forma parte del derecho al debido proceso y de acceso a la justicia garantizados por la Declaración Americana.
  En particular, debido a que la propia Suprema Corte de Estados Unidos estableció la inconstitucionalidad de un procedimiento determinado, pero en la práctica negó al señor Landrigan y a un grupo de personas el acceso a un recurso para hacer valer su legítimo derecho a la revisión sus condenas a muerte, que estaban basadas precisamente en dicho procedimiento inconstitucional.  La CIDH estima que en estas circunstancias, la aplicación de la pena de muerte a Jeffrey Landrigan constituiría igualmente una pena inusitada y una vulneración de su derecho a ser juzgado por un tribunal competente.
45. En definitiva, la CIDH concluye que la falta de acceso a una defensa efectiva y la negativa de revisión de la condena a muerte de Jeffrey Landrigan, que fue impuesta en virtud de un procedimiento declarado inconstitucional por la Suprema Corte de Estados Unidos, constituyen hechos violatorios de los derechos a la justicia y al debido proceso garantizados, respectivamente, en los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana. 
B.
Derecho de igualdad ante la ley (Artículo II de la Declaración Americana)

46. El derecho de igualdad ante la ley y la obligación de no discriminar contra persona alguna constituyen el fundamento básico del sistema interamericano de derechos humanos. En tal sentido, la Declaración Americana establece en su preámbulo que “todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están por naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fraternalmente los unos con los otros”.  El mismo instrumento establece en su artículo II que “todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna”.  El artículo 3º de la Carta de la OEA incluye entre los principios reafirmados por los Estados americanos la proclamación de “los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo”.

47. En su análisis del derecho de igualdad ante la ley, la Corte Interamericana explicó que “la noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier manera lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad”.

48. El artículo II de la Declaración Americana establece:

Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna.

49. En el presente caso se denuncia que la negativa de los tribunales de ofrecer la revisión del caso de Jeffrey Landrigan de acuerdo al nuevo precedente jurisprudencial antes referido, constituye una violación en perjuicio de dicho condenado a muerte.  Como se ha mencionado antes, el Estado considera que no hay violación del derecho de igualdad ante la ley en perjuicio del señor Landrigan, pues estima que su caso no es idéntico a los otros.  En opinión de Estados Unidos, para que el caso sea igual debería tratarse  de un homicidio cometido en un estado en una fecha en que su legislación admitía que un juez de primera instancia concluyera, ante sí, que había circunstancias agravantes que harían aplicable la pena de muerte al acusado; que esas circunstancias hubieran sido determinadas; que se impusiera la pena de muerte; y que concluyera la etapa de apelación en el caso del acusado a la fecha de la Decisión Ring.
50. La Comisión Interamericana observa que en el presente caso se está hablando de una situación homologable y común para todas aquellas personas que fueron juzgadas bajo el mismo procedimiento que luego declaró inconstitucional la Suprema Corte de Estados Unidos.  Como consecuencia de otra decisión de la misma Suprema Corte, sin embargo, solamente un grupo determinado de personas se favoreció de la posibilidad de revisión de la condena.  El señor Landrigan se encuentra dentro del grupo al que no se le dio acceso al beneficio de revisión de una condena dictada bajo un procedimiento inconstitucional, en consideración de la etapa procesal en que estaba su caso.

51. En un caso anterior referente a la aplicación de la pena de muerte en Estados Unidos, la Comisión Interamericana ha determinado lo siguiente: 

La Comisión considera que la diversidad en la práctica de los Estados de la Unión (…) tiene como resultado que se apliquen sentencias totalmente distintas por la comisión de un mismo crimen. La privación de la vida por parte del Estado no debería estar sujeta a un factor tan fortuito como el lugar donde el delito fue cometido.

52. En cuanto a los argumentos del Estado sobre la distinción de tratamiento basada en la economía judicial, certidumbre, y seguridad jurídica, la CIDH ha dicho anteriormente que “si bien las cuestiones del volumen de las peticiones y de la necesidad de preservar los recursos judiciales para asuntos importantes pueden plantear un objetivo razonable y justificado, esto debe equilibrarse con la naturaleza de los derechos individuales controvertidos --que pueden involucrar la protección de la vida, la libertad y la integridad física”.
  Con base en lo anterior, y bajo el escrutinio estricto aplicable a este caso, la Comisión Interamericana halla que las justificaciones que podrían ser legítimas en otro tipo de materias no lo son cuando se trata de la imposición y aplicación de la pena de muerte.

53. Como se ha visto, la distinción utilizada en el caso de Jeffrey Landrigan se refiere a que su caso ya estaba en apelación, en la  etapa de revisión final a la fecha de la Decisión Ring, por lo que no se benefició de su aplicación retroactiva.  Los fundamentos otorgados por el Estado, consistentes en lo que considera factores legítimos y razonables de la administración de justicia, no son suficientes para negar a Jeffrey Landrigan el beneficio de tal revisión.  El reclamo no se refiere a un resultado garantizado de imposición de una pena menor, sino simplemente el acceso a la revisión que fue otorgada a las otras personas que fueron condenadas en el mismo procedimiento inconstitucional.
54. La CIDH concluye que la distinción aplicada a Jeffrey Landrigan no es razonable, y que el tratamiento jurídico diferente recibido de los tribunales constituye una discriminación inadmisible.  Como resultado, el Estado es responsable de la violación de su derecho a la igualdad de la ley, al negarle de manera injustificada y discriminatoria la determinación de sus derechos fundamentales, incluido eventualmente el propio derecho a la vida.
C.
Derecho a la vida (Artículo I de la Declaración Americana)

55. La Comisión Interamericana se ha pronunciado en decisiones anteriores en el sentido de que el artículo I de la Declaración Americana prohíbe la aplicación de la pena de muerte cuando su imposición daría como resultado una privación arbitraria de la vida.
  Además, la Comisión Interamericana ha incluido entre las deficiencias que darían como resultado una privación arbitraria de la vida a través de la pena de muerte la omisión por parte del Estado de conceder a un acusado garantías judiciales estrictas y rigurosas de un juicio justo.
  En consecuencia, cuando se ha infringido el derecho a un juicio justo de un recluso condenado en relación con las actuaciones que hayan conducido a que se le imponga la pena de muerte, la CIDH ha sostenido que ejecutar a la persona en virtud de esa sentencia constituiría una violación deliberada y gravísima del derecho a la vida previsto en el artículo I de la Declaración Americana.
56. La información disponible a la CIDH en el momento de adoptar la presente decisión sobre el fondo revela que la decisión de llevar a cabo la ejecución de Jeffrey Timothy Landrigan ha sido tomada por las autoridades judiciales estadounidenses, a pesar de hallarse pendiente la decisión sobre el caso en el sistema interamericano, y de las medidas cautelares reiteradas a favor del señor Landrigan.  En efecto, la orden dictada por la Suprema Corte de Arizona el 22 de septiembre de 2010 respecto a Jeffrey Timothy Landrigan expresa:
Esta Corte ha oído y considerado la apelación en la causa arriba nombrada el 31 de marzo de 1992 y el 25 de febrero de 1993, reafirmado la decisión de la Corte Superior del Condado de Maricopa, Estado de Arizona, y ha emitido su OPINION, que sigue vigente y que no ha sido afectada por alguna decisión posterior de esta o de alguna otra Corte. 

El 19 de junio de 1996, luego de rechazarse el recurso en el primer procedimiento respecto del apelante con posterioridad a su condena, esta Corte rechazó la solicitud de revisión presentada con base en la Regla 32.9(c) del Código de Procedimientos Penales de Arizona.

El 12 de abril de 2010, el Fiscal General solicitó que se emitiera una orden de ejecución, que fue concedida por esta Corte el 21 de septiembre de 2010. 

Por lo tanto, de acuerdo a la Regla 31.17(c)(2) Código de Procedimientos Penales de Arizona, 

SE ORDENA fijar el martes 26 de octubre de 2010 como la fecha para iniciar el periodo en que la resolución y sentencia de muerte pronunciada contra JEFFREY TIMOTHY LANDRIGAN por la Corte Superior de Maricopa County será ejecutada mediante la inyección a JEFFREY TIMOTHY LANDRIGAN de una sustancia o sustancias en una cantidad suficiente para causarle la muerte, con la excepción de que JEFFREY TIMOTHY LANDRIGAN tendrá la opción de ejecución por inyección letal o gas letal. (mayúsculas en el original)

57. El máximo tribunal de Arizona dispone igualmente que el señor Landrigan debe elegir entre las dos formas mencionadas de ejecución y notificarlo al Director del Departamento Correccional con una anticipación no mayor de 20 días de la fecha de la ejecución; y que si así no lo hiciera, la pena de muerte será ejecutada por inyección letal.  Finaliza la orden judicial con la indicación de que una vez cumplida la orden, el Superintendente de Prisiones o el Director Penitenciario devolverá dicho documento a la Suprema Corte de Arizona, con la constancia de la hora, modalidad y manera en que se cumplió la ejecución.

58. En el presente caso, la Comisión Interamericana ha concluido que el Estado es responsable de incumplir las obligaciones que le imponen los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana, con base en la negativa de revisión de un procedimiento que ya fue declarado inconstitucional por la Suprema Corte de estados Unidos.  La imposición de la pena de muerte en tales circunstancias constituiría una violación grave del artículo I de la Declaración Americana.
V. ACTUACIONES POSTERIORES AL INFORME No. 115/10

59. El 22 de octubre de 2010 la CIDH aprobó el Informe No. 115/10 sobre el fondo de este caso, que consiste de los párrafos 1 a 58 supra, con las siguientes recomendaciones al Estado:

1.
Que adopte de inmediato las medidas necesarias en el ordenamiento interno para que se suspenda la ejecución del señor Landrigan.

2.
Que otorgue a Jeffrey Timothy Landrigan una reparación efectiva, que incluya la revisión de su juicio conforme con las protecciones de igualdad, debido proceso y juicio justo previstas en los artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana.

3.
Que revise sus leyes, procedimientos y prácticas para asegurar que las personas acusadas de delitos punibles con la pena capital sean juzgadas y, de ser condenadas, sean sentenciadas de acuerdo con los derechos establecidos en la Declaración Americana, incluidos sus artículos I, II, XVIII y XXVI.

60. En esa misma fecha, el informe fue transmitido al Estado con una solicitud de que informe a la Comisión Interamericana acerca de las medidas adoptadas para cumplir con sus recomendaciones, y fijó plazo a tal efecto hasta el 25 de octubre de 2010; asimismo, recordó al Estado que el señor Landrigan estaba protegido por medidas cautelares.  También en esa misma fecha, las partes pertinentes del referido informe fueron transmitidas a los peticionarios, y se publicó un comunicado de prensa en el que se llamaba a la suspensión de su ejecución. 

61. El 25 de octubre de 2010 Estados unidos informó que “había enviado cartas por vía facsimilar y correo postal a la Gobernadora, Fiscal General, y Presidente del Consejo de Ejecutivo de Clemencia de Arizona para su consideración, en las que se les puso en conocimiento del informe de la Comisión”.  La CIDH acusó recibo de dicha comunicación el 4 de noviembre de 2010.
62. Jeffrey Timothy Landrigan fue ejecutado el 26 de octubre de 2010.  De acuerdo a información pública disponible a la CIDH, la ejecución se llevó adelante luego de que una mayoría de jueces de la Suprema Corte de Estados Unidos decidiera dejar sin efecto una orden de un juez federal que había suspendido temporalmente la ejecución, programada para ese mismo día más temprano.  La Corte de Apelaciones del 9º Circuito de Estados Unidos había confirmado el fallo de una Jueza de Distrito que bloqueó la ejecución del señor Landrigan 18 horas antes del horario previsto.  Los abogados del señor Landrigan habían planteado una demanda de violación de derechos civiles la semana anterior, en la que alegaban que la ejecución sería violatoria de su derecho constitucional a no sufrir penas crueles y excesivas, y al debido proceso.  La suspensión temporal fue adoptada el 25 de octubre por la jueza luego de que concluyó que el estado no había dado a los representantes del señor Landrigan suficiente información para plantear el caso referente a la seguridad y legalidad de las sustancias que se utilizarán para su ejecución.  Sin embargo, la sentencia de la Suprema Corte dejó sin efecto la orden de la corte inferior debido a que consideró que “no había evidencia en el expediente que permitiera sugerir que la droga obtenida de una fuente extranjera no era segura”.
63. Estados Unidos remitió una comunicación con fecha 8 de noviembre de 2010 en la que expresa, entre otras cosas, que “apoya firmemente la capacidad de las personas de acudir a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”, aunque también destacó su opinión en el sentido de que “las solicitudes y los informes de la Comisión a Estados Unidos tienen carácter recomendatorio y no tienen naturaleza obligatoria”.  En cuanto al caso del señor Landrigan, el Estado indicó que había “tomado debida nota de las observaciones de la Comisión, así como el pedido de la Comisión de que el señor Landrigan no fuera ejecutado”, que fueron enviados a las autoridades de Arizona.  El Estado agregó que “estaba en desacuerdo respetuoso pero firme con cualquier sugerencia de parte de la Comisión que el hecho de llevar a cabo una ejecución en Estados Unidos de acuerdo a la ley, incluidas las garantías de debido proceso que otorga la Constitución de Estados Unidos y los estatutos federales y estatales, ponga a Estados Unidos en violación de sus obligaciones internacionales”.
VI.
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES FINALES
64. Con base en los argumentos fácticos y legales establecidos precedentemente, y en consideración de los eventos que tuvieron lugar luego de haberse transmitido el informe 115/10 a ambas partes, la Comisión Interamericana concluye que la ejecución del señor Landrigan constituye una violación grave e irreparable del derecho fundamental a la vida previsto en el artículo I de la Declaración Americana.  Estados Unidos es responsable por la violación de los artículos I, II, XVIII y XXVI de la Declaración Americana en perjuicio de Jeffrey Timothy Landrigan.  
65. Por otra parte, la Comisión Interamericana observa que los argumentos de los peticionarios incluidos en sus segundas observaciones adicionales sobre el fondo, referentes a los artículos XV (Derecho al descanso y a su aprovechamiento) y XXV (Derecho de protección contra la detención arbitraria) de la Declaración Americana, no fueron planteados en la etapa previa al informe No. 100/09 de 29 de octubre de 2009, y en consecuencia no fueron considerados en la decisión sobre admisibilidad.  En consecuencia, tales alegatos no fueron analizados en la etapa de fondo ni se consideran en este informe.

66. Jeffrey Landrigan era beneficiario de medidas cautelares adoptadas por la Comisión Interamericana con base en el artículo 25 de su Reglamento, que fueron reiteradas al Estado el 4 de octubre de 2010, cuando se recibió noticia de la fijación de la fecha de ejecución.  La Comisión Interamericana debe recordar al Estado que la ejecución de la pena de muerte en tales condiciones resulta en un daño irreparable a la persona, y además constituye una denegación de su derecho de peticionar ante el sistema interamericano de derechos humanos.  Tal medida es contraria a las obligaciones fundamentales en materia de derechos humanos de un Estado miembro de la OEA bajo la Carta de la Organización y los instrumentos que se derivan de ella.

67. Por lo tanto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS REITERA AL ESTADO LAS SIGUEINTES RECOMENDACIONES:
1.
Que otorgue reparaciones a la familia del señor Landrigan como consecuencia de las violaciones establecidas en este informe.
2.
Que revise sus leyes, procedimientos y prácticas para asegurar que las personas acusadas de delitos punibles con la pena capital sean juzgadas y, de ser condenadas, sean sentenciadas de acuerdo con los derechos establecidos en la Declaración Americana, incluidos sus artículos I, II, XVIII y XXVI.
VII. 
PUBLICACIÓN
 

68. El 11 de abril de 2011 la Comisión Interamericana transmitió a ambas partes el Informe No. 25/11 sobre este caso, con carácter reservado.  En la comunicación dirigida al Estado, se solicitó que informara a la CIDH dentro del plazo de un mes sobre las medidas adoptadas para cumplir con las recomendaciones del informe y resolver la situación.  No se recibió respuesta del Estado.
69. Con base en todo lo anterior, y de acuerdo al artículo 45(3) de su Reglamento, la CIDH decide publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.  La Comisión Interamericana, conforme a las normas de los instrumentos que rigen su mandato, seguirá evaluando las medidas adoptadas por Estados Unidos respecto a las referidas recomendaciones hasta su pleno cumplimiento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., el 21 de julio de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vice-Presidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vice-Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía, y María Silvia Guillén, Comisionados.
( La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó del debate y la votación sobre este caso, de acuerdo con el Artículo 17(2)(a) del Reglamento de la CIDH.


� La petición original incluye a las siguientes nueve personas como presuntas víctimas: Warren W. Summerlin, Richard M. Rossi, Rudi A. Apelt, Kenneth J. Laird, Jeffrey T. Landrigan, Gregory S. Dickens, Theodore Washington, Charles M. Hedlund y Danny Lee Jones.


� Ring c. Arizona, 536 U.S. 584 (2002) (“la Decisión Ring”).


� Los peticionarios citan la Sección 13-703 (F) de los Estatutos Revisados de Arizona.


� Ring c. Arizona, 536 U.S. 584 (2002).


� Schriro c. Summerlin, 124 S.Ct. 2519, de 24 de junio de 2004.


� Los peticionarios también brindan el ejemplo de la presunta víctima del Caso 12.729, James Van Adams que, según ellos, ilustra la arbitrariedad de la Decisión Ring: el señor Van Adams fue sentenciado a muerte nueve meses después que el señor Ring, el 21 de noviembre de 1997, pero su caso adquirió carácter definitivo en instancia de revisión tras la apelación el 18 de junio de 1999, casi tres años antes de la Decisión Ring.  Debido a la rapidez con que el Estado tramitó su apelación, el señor Van Adams no es elegible para una nueva audiencia en que se fije la condena, mientras el señor Ring sí lo es.


� CIDH, Petición 177/04 y Medidas Cautelares MC 1026/04 – Warren Summerlin y otros, Estados Unidos, audiencia de 12 de octubre de 2007, http://www.cidh.oas.org/prensa/publichearings/Hearings.aspx?Lang=ES&Session=13. 


� Summerlin, 124 S. Ct., 2530 (disidencia de Breyer, J.).


� El Estado sostiene que el Señor Summerlin fue hallado culpable de ataque sexual y homicidio premeditado, por lo que fue sentenciado sólo por el juez de primera instancia, respectivamente, a 28 años de penitenciaría y a la pena de muerte. Las condenas y sentencias contra el Señor Summerlin fueron revisadas y afirmadas por la Suprema Corte de Arizona y su apelación directa adquirió carácter definitivo el 17 de abril de 1984.  Además, el Estado argumenta que el Señor Summerlin inició varias acciones de habeas corpus ante el tribunal federal de distrito, el que las rechazó pero emitió un certificado de causa probable que permitía que Summerlin apelara a la Corte de Apelaciones de Estados Unidos para el Noveno Circuito. Según el Estado, al mismo tiempo, la Suprema Corte de Estados Unidos concedió un auto de certiorari en el Estado c. Ring, lo que implicaba el posible reexamen de la legislación sobre pena de muerte de Arizona a la luz de la Sexta Enmienda, por lo que el Noveno Circuito difirió la presentación del caso del Señor Summerlin en tanto estaba pendiente la resolución de la Suprema Corte de Estados Unidos en Ring c. Arizona.


� El Estado cita Summerlin c. Stewart, 341 F.3d 1082, 1121 (2003) (en plenario).


� El Estado refiere el Caso Teague, 489 U.S. 288, 311 (1989) y Saffle c. Parks, 494 U.S. 484, 495 (1990); el Estado agrega que la Suprema Corte de Estados Unidos en general da efecto retroactivo sólo a un conjunto limitado de “normas determinantes en el proceso penal” que hacen a la justicia y exactitud fundamentales del mismo; el Estado también refiere a Mackay 401 U.S. 682, 689.


� Ver, por ejemplo, Corte I.D.H., Opinión Consultiva OC-16/99 (1 de octubre de 1999) “El Derecho a la Información sobre la Asistencia Consular en el Marco de las Garantías del Debido Proceso Legal”, párr. 136 (determinación de que “[s]iendo la ejecución de la pena de muerte una medida de carácter irreversible, exige del Estado el más estricto y riguroso respeto de las garantías judiciales, de modo a evitar una violación de éstas, que, a su vez, acarrearía una privación arbitraria de la vida”); CDH-ONU, Baboheram-Adhin et al. v. Suriname, Comunicaciones Nos. 148-154/1983, aprobadas el 4 de abril de 1985, párr. 14.3 (donde se observa que la ley debe controlar y limitar estrictamente las circunstancias en que las autoridades del Estado pueden privar de la vida a una persona); Informe del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre Ejecuciones Extrajudiciales, Bacre Waly Ndiaye, presentado conforme a la Resolución de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 1994/82, Cuestión de la violación de los derechos humanos y libertades fundamentales en cualquier parte del mundo, con referencia particular a los países y territorios coloniales y otros territorios dependientes, UN Doc.E/CN.4/1995/61 (14 de diciembre de 1994) (en adelante el “Informe Ndiaye”), párr. 378 (en el que se subraya que en casos relacionados con la pena capital, es la aplicación de las normas de juicio imparcial a todos y cada uno de los casos lo que se debe garantizar y, en caso de indicios en contrario, verificados, en conformidad con la obligación que impone el derecho internacional, realizar investigaciones exhaustivas e imparciales de todas las denuncias de violación del derecho a la vida).


� CIDH, Informe Nº 57/96, Andrews, Estados Unidos, Informe Anual de la CIDH 1997, párr. 170-171; Informe Nº 38/00 Baptiste, Grenada, Informe Anual de la CIDH 1999, párrs. 64-66; Informe Nº 41/00, McKenzie et al., Jamaica, Informe Anual de la CIDH 1999, párrs. 169-171.


� Landrigan v. Stewart, 397 F.3d 1235.


� Schriro v. Landrigan, 550 U.S. at 465.


� Suprema Corte de Estados Unidos, Atkins c Virginia, 536 U.S. 304 (2002) y Ford c Wainwright, 477 U.S. 399 (1986)


� CIDH, Informe No. 90/09, Caso 12.644, Medellín, Ramírez Cárdenas y Leal García, Estados Unidos, 7 de agosto de 2009 párr. 134.


� CIDH, Informe No. 90/09, Caso 12.644, Medellín, Ramírez Cárdenas y Leal García, Estados Unidos, 7 de agosto de 2009 párr. 134.


� American Bar Association, Guidelines for the Appointment and Performance of Defense Counsel in Death Penalty Cases (Edición revisada) (Febrero de 2003), Lineamiento 10.7 – Investigación.


� American Bar Association, Guidelines for the Appointment and Performance of Defense Counsel in Death Penalty Cases (Edición revisada) (Febrero de 2003), Lineamiento 10.7 – Investigación.  Los lineamientos también ponen de relieve la necesidad de que la investigación sea oportuna y se inicie sin demora, y señalan al respecto que “[l]a investigación sobre atenuantes debe iniciarse lo más pronto posible, puesto que puede afectar la investigación de las defensas en la primera fase (por ejemplo, al sugerir áreas adicionales de interrogatorio a los agentes policiales u otros testigos), las decisiones sobre la necesidad de evaluaciones periciales (que incluyen competencia, retraso mental o demencia), la práctica de mociones y las negociaciones”. 


� Al respecto, cabe mencionar los precedentes fijados en los Casos Balkissoon Roodal c Trinidad y Tobago, [2003] Consejo Privado del Reino Unido 18; y Charles Matthews c. Trinidad y Tobago [2004] Consejo Privado del Reino Unido 2.  En dichas decisiones, el Comité Judicial del Consejo Privado concluye que la negativa de reparación anticipada daría lugar a una pena cruel e injusta y que “las mismas consideraciones se aplican a cualquier otra persona sentenciada a muerte y en espera de ejecución a la fecha de la presente sentencia.”


� Corte IDH, Opinión Consultiva OC-4/84 de 19 de enero de 1984, “Propuesta de modificación a la Constitución política de Costa Rica relacionada con la naturalización”, solicitada por el Gobierno de Costa Rica, párr. 55.


� CIDH, Informe No 3/87 Caso 9.647, Roach y Pinkerton (Estados Unidos) 22 de septiembre de 1987, párr.62.


� CIDH, Informe sobre la situación de los derechos humanos de los solicitantes de asilo en el marco del sistema canadiense de determinación de la condición de refugiado, OEA/Ser.L/V/II.106, Doc. 40 rev., 28 de febrero de 2000, párr. 101.


� CIDH, Informe Nº 52/02, Ramón Martínez Villareal, Estados Unidos, Caso Nº 11.753, Informe Anual de la CIDH 2002, párr. 84.


� CIDH, Informe Nº 57/96 (William Andrews), Estados Unidos, Informe Anual de la CIDH 1997, párr. 172..


�  “CIDH concluye que EEUU violó derechos fundamentales de Landrigan y requiere la suspensión de su ejecución”, 22 de octubre de 2010, disponible en � HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2010/107-10sp.htm" ��http://www.cidh.oas.org/Comunicados/Spanish/2010/107-10sp.htm�. 


� Ver Caso No. 12.243, informe No. 52/01, Juan Raúl Garza, Estados Unidos, Informe Anual de la CIDH 2000, párr. 117; CIDH, Quinto informe sobre la situación de los derechos humanos en Guatemala, Doc.OEA/Ser.L/V/II.11doc.21rev. (6 de abril de 2001) párrs. 71 y 72.  Ver, asimismo, Corte Internacional de Justicia, Caso sobre la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares (Alemania c. Estados Unidos de America), pedido de indicación de medidas provisionales, Orden de 3 de marzo de 1999, Lista General, No. 104, parrs. 22-28; Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Dante Piandiong y otros c. Filipinas, Comunicación No. 869/1999, UN Doc. CCPR/C/70/D/869.





